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RESPONSABILIDAD DE LOS ORGANOS DE ADMINISTRACION

Concepto No. 032654 del 21 de noviembre del 2002.

Síntesis: Responsabilidad  de los órganos de administración y Vigilancia

Con toda atención nos referimos a su comunicación citada en la referencia, mediante la cual solicita concepto de esta Oficina sobre si el despido del gerente de la cooperativa estuvo de acuerdo con los estatutos y la ley.

Sobre el particular es importante resaltar que el artículo 37 de la Ley 79 de 1988, preceptúa que el gerente es el representante legal de la entidad y el ejecutor de las decisiones de la asamblea general y del consejo de administración. Será nombrado por éste y sus funciones serán precisadas en los estatutos.

Ahora bien, el artículo  19 de la referida ley consagra que los estatutos de toda cooperativa deben contener:

“4. Régimen de sanciones, causales y procedimientos.

“6. Régimen de organización interna, constitución, procedimientos y funciones de los órganos de administración y vigilancia, condiciones, incompatibilidades y forma de elección y remoción de sus miembros”.

Se desprende de lo consagrado en la Ley, que el ente cooperativo en sus estatutos debe contemplar el régimen de sanciones y los procedimientos para su remoción. Como quiera que en los estatutos de la cooperativa “Canaprosucre”, se contempla como causal de exclusión la comisión de una falta gravísima, la decisión adoptada por el consejo de administración, en concepto de esta Oficina, se surtió conforme a los mismos, toda vez que como usted mismo lo afirma en su comunicación, los estatutos así lo señalan. No obstante, debió adelantarse el debido proceso a efectos de determinar la gravedad de la falta, pues así lo dispone el legislador, que en los estatutos deberá contemplarse los procedimientos para la exclusión.

Ahora bien, a título meramente ilustrativo, consideramos de interés hacer un breve esbozo sobre la responsabilidad de los órganos de administración y vigilancia, así como del representante legal, para cuyo efecto, la Ley 79 de 1988, en su artículo 148 prevé: 

“Las cooperativas, los titulares de sus órganos de administración y vigilancia y los liquidadores, serán responsables por los actos u omisiones que impliquen el incumplimiento de las normas legales y estatutarias  y se harán acreedores a las sanciones que más adelante se determinan, sin perjuicio de lo establecido en otras disposiciones.

Posteriormente, el artículo 149 ibídem señala: 

“Los miembros del consejo de administración y el gerente serán responsables por violación de la ley, los estatutos o los reglamentos. Los miembros del Consejo serán eximidos de responsabilidad mediante la prueba de no haber participado en la reunión o de haber salvado expresamente su voto”. (Resaltado ajeno al texto)

Como quiera que la referida ley sólo se ocupó del tema en los artículos transcritos, por disposición expresa de su artículo 158, nos remitimos al Código de comercio, el cual, en su artículo  640 consagra:

“Los actos del representante de la corporación, en cuanto no excedan de los límites del ministerio que se le ha confiado, son actos de la corporación; en cuanto excedan de estos límites sólo obligan personalmente al representante”.

De otra parte, el artículo 24 de la Ley 222 de 1995, modificatoria del Código de Comercio, dispone: “los administradores responderán solidaria e ilimitadamente de los perjuicios que por dolo o culpa ocasionen a la sociedad, a los asociados o a terceros.

“No estarán sujetos a dicha responsabilidad, quienes no hayan tenido conocimiento de la acción u omisión o hayan votado en contra, siempre y cuando no la ejecuten.

“En el caso de incumplimiento o extralimitación de sus funciones, violación de la ley o de los estatutos, se presumirá la culpa del administrador “.

Adicionalmente, es de señalar que el representante legal debe obrar de buena fe, con lealtad y con la diligencia de un buen hombre de negocios. Sus actuaciones se cumplirán en interés de la asociación teniendo en cuenta los intereses de su asociados,  de ahí que sus actos deben cumplirse con entera lealtad, con intención recta y positiva para que así puedan realizarse cabal y satisfactoriamente los fines de la entidad cooperativa.

En virtud de esos principios, es que se impone el deber de observar una conducta transparente y una actividad que debe ir más allá de la diligencia ordinaria porque la ley exige un grado de gestión profesional, caracterizada por el compromiso, actuando siempre con lealtad y privilegiando los intereses de los asociados, no los particulares. No basta conducir los negocios con diligencia y prudencia simplemente mediana, esto es, con la que se espera de un buen padre de familia. La Ley exige a los administradores actuar con la diligencia propia de un buen hombre de negocios, es decir, con aquella que pondría un comerciante normal en sus propios asuntos, lo que supone un mayor esfuerzo y la más alta exigencia para los administradores en la conducción de los asuntos de la entidad asociativa.
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